Poder Judicial de la Nación 

Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo

Sala VIII
Expediente Nº 22.690/2008


SENTENCIA Nº  38600                                                 JUZGADO Nº 6   AUTOS: “DINERSTEIN Edith c. ASOCIACION MUTUAL TRASPORTE AUTOMOTOR s. Despido” 
En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los  30     días del mes de         noviembre       de 2011, se reúnen en acuerdo los jueces de la Sala VIII de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo para dictar sentencia en la causa  del epígrafe, y, de acuerdo con el resultado del sorteo realizado,  proceden  a votar en el  siguiente orden:

EL DOCTOR VICTOR ARTURO PESINO DIJO:

I.- Llegan a esta instancia las actuaciones en virtud del recurso de apelación deducido por la parte demandada a fs. 259/270, que fuera contestado por la contraria a fs. 280/284.

Sostiene el recurrente que en la sentencia se habría omitido el análisis de prueba documental esencial para resolver la cuestión, ya que a la fecha de su renuncia como empleada, la actora llevaba más de tres años facturando como monotributista a diferentes empresas de medicina. Afirma que en grado se ignoró que a partir de su renuncia la prestación careció de exclusividad y la remuneración de la periodicidad que caracteriza al salario. Se queja por la descalificación de la renuncia como acto voluntario y lícito, así como por la conclusión de que la existencia de un vínculo laboral previo torna innecesario ahondar acerca de si dejaron de estar  vigentes en el segundo tramo de la relación las características propias de un vínculo dependiente. Sostiene que los motivos invocados para producir la ruptura del contrato de trabajo fueron excusas para justificar su reclamo. Finalmente se queja por cuanto se declararon procedentes las indemnizaciones de la ley de empleo.

El encomiable desarrollo argumental expuesto en los agravios no es suficiente, a mi juicio, para modificar lo resuelto en grado.

Conviene rememorar que no está en discusión que la actora y la demandada estuvieron vinculadas por un contrato de trabajo entre el 1 de abril de 1979 y el 1 de septiembre de 2001, fecha en que renunció, de modo tal que lo que se debe analizar es si la prestación de servicios posterior se enmarcó en un contrato de trabajo.

La sentenciante llegó a una serie de conclusiones, esenciales para resolver el caso, que no han sido adecuadamente rebatidas en esta instancia y que, por tanto, al llegar firmes sellan la suerte del recurso.

En efecto, dijo la a quo que tanto antes como después de la renuncia los importes retributivos son similares, lo que es índice de que no existieron diferencias en la cuantía reconocida por la labor prestada (fs. 251, segundo párrafo) y que “el mismo tipo, frecuencia de tareas y retribución perciba (sic), fue prestado y reconocido a la actora, tanto en relación de dependencia como luego como profesional autónomo…”.

Vale decir que, a partir de su renuncia, la accionante siguió cumpliendo el mismo tipo de prestaciones que las realizadas hasta ese momento y, además, percibiendo por ellas similares importes (obviamente luego paulatinamente incrementados). En consecuencia,  resulta de aplicación  la presunción establecida por el artículo 23 de la L.C.T. que, no advierto haya sido desvirtuada por la parte demandada.

Nada obsta a que la presunción legal se aplique a la actora aun cuando la misma sea profesional universitaria, máxime si los servicios realizados durante toda la relación fueron de similares características, de donde se extrae que la renuncia acaecida durante su transcurso resultó un acto vacío de contenido que no alcanzó para privar de sus reales efectos a aquéllos, cuyos alcances deben ser analizados a la luz del principio de primacía de la realidad.

No se trata, como sostiene la recurrente, de desconocer que las partes pudieran haberse vinculado a través de un contrato de locación de servicios, sino desde la óptica apuntada, reitero, correspondía a la accionada desvirtuar las consecuencias de la presunción legal, cosa que no ha ocurrido.

La circunstancia de que la actora, simultáneamente con su trabajo para la demandada, hubiese emitido facturas para diferentes instituciones de salud, no es demostrativa, por sí sola, de que el vínculo hubiese sido ajeno al derecho del trabajo. Al respecto, esta Sala ha sostenido que la exclusividad no es una nota característica del contrato de trabajo y que una persona puede mantener uno o varios simultáneos y. agrego, aun hasta desempeñarse en forma independiente, en tanto y en cuanto resulte posible el cumplimiento de todos ellos, siendo de destacar que el análisis del tipo de vínculo que uniera a la actora con otras entidades que requerían sus servicios excede los alcances de este litigio. A ello cabe añadir que esta cuestión no era novedosa para la recurrente, ya que en la misma apelación admite que al momento de renunciar en el año 2001 la actora hacía más de tres años que facturaba como monotributista a diferentes empresas de medicina, lo que no fue obstáculo para mantener vigente el contrato de trabajo.

Tampoco que la accionante no hubiese formulado reclamo alguno durante un extenso lapso, desde que su silencio no puede ser interpretado como renuncia a cualquier derecho que le confiere la normativa de aplicación (art. 58, L.C.T.), ni afectar el principio de irrenunciabilidad (arg. art. 14, L.C.T.), siendo de recordar que en el marco de un contrato de trabajo, todas las sumas que percibe el empleado son siempre “a cuenta” (art. 260, L.C.T.).

Lo expuesto me inclina a proponer, como adelantara, la confirmación de la sentencia en cuanto declara laboral el vínculo que uniera a las partes.

II.- A la misma conclusión debe arribarse con referencia a la procedencia de las indemnizaciones por despido. Ello así por cuanto hayan o no existido las razones por las cuales la empleada cursara su intimación, lo cierto es que la respuesta de la accionada negando la relación laboral, apreciada conforme a lo dispuesto por el artículo 242 de la L.C.T. constituyó injuria que impedía la continuación del vínculo. En los hechos, asumir semejante postura implica tanto como desconocer a la trabajadora todos los derechos emergentes de las normas del derecho del trabajo y la seguridad social.

Va de suyo que lo expuesto determina la inoperancia del análisis de las razones que llevaron a la actora a emitir su renuncia o si la misma se encontró afectada de algún vicio de la voluntad porque lo cierto es que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 18 de la L.C.T., última parte, a los efectos de la antigüedad debe computarse todo el lapso trabajado. 

III.- En cuanto a las indemnizaciones de la ley de empleo, las argumentaciones no se revelan aptas para cuestionar su admisión, desde que ha quedado comprobado que el vínculo se clandestinizó a partir de la renuncia de la actora.

En el caso, tampoco resulta materialmente posible atribuir complicidad a la demandante en esa operatoria. Ello así por cuanto ya en la contestación de demanda se admitió que a la época de la renuncia de la trabajadora era necesaria una reducción de personal, la cual pudo instrumentarse con médicos como la actora pues sus servicios no requerían continuidad, aspecto que en autos ha sido desvirtuado.

En otras palabras, no puede calificarse de cómplice a quien emitió una renuncia en el marco de un proceso de achicamiento y, no obstante, continuó prestando los mismos servicios que los realizados hasta ese momento.

Finalmente, la circunstancia de que la accionada sea una entidad sin fines de lucro nada aporta para la resolución del caso, en tanto ello no la excluye del concepto de empresa que da el artículo 5 de la 
L.C.T  y, por ende, de la posibilidad de resultar empleadora.

IV.- Los honorarios regulados en grado al perito contador están ajustados a derecho por lo que sugiero sean confirmados

V.- Por las razones expuestas, propongo en este voto: se confirme la sentencia apelada en cuanto ha sido materia de recurso y agravios; se impongan las costas de Alzada a la parte demandada vencida y se regulen los honorarios de los firmantes de los escritos dirigidos a esta Cámara en el 25% de lo que en definitiva les corresponda por su actuación en la anterior instancia (arts. 68  CPCCN, arts 14 y 18 Ley 21839; art.).

EL DOCTOR LUIS ALBERTO CATARDO DIJO:

Que por compartir sus fundamentos adhiere al voto que antecede.

Por ello, el TRIBUNAL RESUELVE:

1) Confirmar la sentencia apelada; 

2) Imponer las costas de Alzada a la parte demandada;
3) Regular los honorarios de los firmantes de los escritos dirigidos a esta Cámara en el 25% de lo que en definitiva les corresponda por su actuación en la anterior instancia.-
Regístrese, notifíquese y, oportunamente, devuélvase.-

vap

                VICTOR ARTURO PESINO                                          LUIS ALBERTO CATARDO

                        JUEZ DE CÁMARA                                                          JUEZ DE CÁMARA
Ante mí:



                     ALICIA E. MESERI
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